
CAPÍTULO OCTAVO

INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL

I. CONSIDERACIONES PREVIAS

El objeto del presente estudio radica en saber si la interpretación consti-
tucional constituye un tipo especial de interpretación y en qué radica su
especificidad. Por lo que conviene revisar tanto la naturaleza y la función
del sistema jurídico, como la de la propia Constitución, para poder consi-
derar los aspectos de una metodología adecuada para la correcta interpre-
tación de la Constitución. La necesidad de la interpretación no solamente
surge de la ambigüedad potencial de los enunciados jurídicos que deriva
de su generalidad, sino también de su carácter sistémico, por lo que
constituye una actividad jurídica de gran relevancia. En consecuencia, es
preciso analizar la relación entre el lenguaje en el que se expresan los
enunciados normativos, y las normas que constituyen sus significados.1

Kelsen consideraba que las normas jurídicas podían concebirse co-
mo marcos abiertos a la interpretación, esta posibilidad deriva de su in-
determinación.2 Existen, sin embargo, distintos tipos de indetermina-
ción, ya que ésta puede ser de orden semántico, sintáctico o pragmático
dependiendo del origen del problema. Kelsen consideraba que la inde-
terminación de conformidad con el acto de voluntad que la produce po-
día ser intencional o no intencional.3 La intencional se manifiesta en la
formulación de normas generales que permiten un margen de interpre-
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1 Se adopta, por lo tanto, una concepción semántica de la norma. Sobre el concepto
de norma véase Bulygin y Mendonca, Normas y sistemas normativos, Madrid, Marcial
Pons, 2005, pp. 11 y ss.

2 Kelsen, Hans, Teoría pura del derecho, trad. de Moisés Nilve de la edición france-
sa de 1953, pp. 167 y ss.

3 Kelsen, Hans, Teoría pura del derecho, trad. de Roberto J. Vernengo, México, Po-
rrúa, 2000, p. 350.
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tación que se concreta en el acto de aplicación de la norma. La no in-
tencional, en cambio, puede ser consecuencia de una mala formulación
lingüística o de la incertidumbre que produce la existencia de una plu-
ralidad de normas aplicables al caso.

La indeterminación de las normas jurídicas deriva en primera instan-
cia de que el derecho se expresa mediante un lenguaje natural, pero tam-
bién se produce por su dinámica. Al sistema jurídico le corresponde regu-
lar la forma en que la indeterminación de las normas ha de ser superada,
en virtud de lo cual debe prever los órganos competentes, los contenidos
debidos, así como los procedimientos autorizados para desentrañar el
significado de una norma. Por lo tanto, en el sistema jurídico deben pre-
verse, al menos de manera general, los métodos válidos para realizar la
interpretación, esto es, establecer los lineamientos que deben guiar la ac-
tividad interpretativa, indicando los argumentos válidos y los límites ge-
nerales a la actividad del intérprete.

Para cumplir con su función directiva, los enunciados normativos de-
berían ser claros y coherentes, esto es, comprensibles, con el fin de poder
considerar como ciertos tanto su significado como su aplicación.4 Sin
embargo, la realidad es otra, puesto que todos los enunciados normativos
son susceptibles, en alguna forma, de interpretación, al menos para su re-
formulación sintáctica a la forma ideal de la norma, proceso que tiene
por objeto identificar la norma jurídica que el enunciado expresa.5 Es por
ello que se considera que el enunciado normativo como texto constituye
un límite de la interpretación, dado que no se debe forzar el significado de
los términos que lo conforman. De tal manera que, siguiendo a Kelsen,
se puede considerar que el enunciado que expresa la norma es el marco
de referencia que opera como límite a la interpretación.

La indeterminación del derecho, sin embargo, no debe ser vista como
un defecto, ya que constituye una forma de mantener en equilibrio la re-
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4 Guastini señala que la claridad, sin embargo, no es una cualidad intrínseca de un
texto que preceda a la interpretación, sino que, por el contrario, resulta de ella; solamente de
un texto interpretado se puede afirmar que es claro u oscuro. Véase Guastini, Riccardo,
Estudios jurídicos sobre la interpretación jurídica, trad. de Gascón y Carbonell, Méxi-
co, UNAM, 1999, pp. 7 y 8.

5 Guastini considera que en el derecho la interpretación es reformulación de los tex-
tos normativos, como la de un texto que es traducido al lenguaje del intérprete, por lo que
resulta conveniente distinguir entre el texto normativo que es interpretado y la norma
que resulta de la interpretación. Ibidem, p. 6.



lación entre su carácter dinámico y su fuerza normativa. La fuerza nor-
mativa de una norma jurídica radica tanto en su permanencia como en su
capacidad de adecuación a nuevas situaciones.6 La dinámica del derecho
permite que las normas se adapten a nuevas circunstancias, ya sea por re-
forma o por interpretación. La interpretación es, por lo tanto, un medio
para la integración material del sistema jurídico, que produce su modifi-
cación.

En el presente capítulo, el término interpretación se utiliza en el senti-
do de actividad realizada por el juez en el proceso de aplicación del dere-
cho, aun cuando la interpretación judicial no agota todas las formas de
interpretación jurídica posibles. Este tipo de interpretación puede ser lla-
mada orgánica o auténtica, siguiendo la terminología de Kelsen,7 puesto
que la realizan los órganos judiciales que tienen la competencia confor-
me a derecho para interpretar con carácter obligatorio los enunciados
normativos. Por su origen y efectos en el sistema jurídico, se contrapone
a la interpretación no vinculante realizada por un estudioso o un observa-
dor. La función del científico es puramente cognoscitiva; la del juez, en
cambio, le confiere un carácter creador al resultado de la interpretación,
esto es, la norma interpretada con carácter prescriptivo.

II. SENTIDO Y FUNCIÓN DE LA INTERPRETACIÓN JURÍDICA

El término interpretación padece del tipo de ambigüedad proceso-pro-
ducto, ya que se refiere tanto a la actividad interpretativa como al resulta-
do de la misma, esto es, a la norma individualizada o general, dependiendo
del procedimiento de que se trate y de las competencias atribuidas.8 De
tal forma que el término “interpretación” constituye un primer reto para
su comprensión debido a su ambigüedad en tanto actividad o resultado
de la misma. Para efectos del presente estudio, la interpretación se en-
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6 Hesse, Konrad, “Concepto y cualidad de la Constitución”, Escritos de derecho

constitucional, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1992, pp. 3-29.
7 Hans Kelsen, Teoría pura del derecho, cit., nota 3, p. 349.
8 Riccardo Guastini señala que el vocablo interpretación puede referirse tanto a la

actividad como al producto de la misma, y que el resultado de ésta es el significado del
objeto interpretado. Estudios jurídicos sobre la interpretación jurídica, cit., nota 4, p. 1.



tiende como el procedimiento por medio del cual el juez toma una deci-
sión en cuanto al sentido y alcance de una norma jurídica general. Wró-
blewski señala que el término “interpretación jurídica” posee varios sig-
nificados, pero que en su sentido más amplio se refiere a la adscripción
de significado normativo a una norma-formulación.9

La interpretación como actividad intelectual, en sentido amplio (o am-
plísimo), implica la comprensión del significado de todas las cosas u ob-
jetos; en un sentido un poco más restringido, la interpretación significa la
comprensión de expresiones lingüísticas, y en sentido estricto la interpre-
tación es necesaria cuando las expresiones lingüísticas permiten varios
significados y no hay certeza sobre el significado correcto.10 La interpre-
tación en sentido amplio —dice Wróblewski— “es sinónimo de «com-
prensión» de una expresión formulada en cualquier lengua”; en sentido
estricto se refiere a la determinación del sentido de esa expresión.11 La
interpretación jurídica es un caso especial de la interpretación, una espe-
cie del género “interpretación” que como tal comienza con una duda y
termina con la elección de una de las posibles alternativas de significado.
En tanto actividad intelectual, la interpretación se avoca a la comprensión
del significado de expresiones lingüísticas, y se hace necesaria cuando
estas expresiones permiten varios significados, y no hay certeza en cuan-
to al significado correcto. La interpretación jurídica es, en consecuencia,
la interpretación de enunciados normativos cuyo significado no es claro.
Cuando se realiza con motivo de la aplicación de una norma, esto es de
la solución de un caso, Wróblewski la denomina “operativa”.12

Kelsen distingue la interpretación como acto de conocimiento y como
acto de voluntad.13 La determinación de significado de una norma consti-
tuye para él un proceso de conocimiento que realiza el órgano de manera
previa a la aplicación. La elección de la alternativa de significado que
constituye el contenido de la norma, en cambio, es un acto de voluntad.
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9 Wróblewski, Jerzy, Sentido y hecho en el derecho, México, Fontamara, 2001, p.
135.

10 Cfr. Alexy, Robert, “Die Juristische Interpretation”, Recht, Vernunft und Diskurs,

Studien zur rechtsphilosophie, Suhrkamp, Frankfurt am Main, 1995, pp. 71-73; Guastini,
Estudios jurídicos sobre la interpretación jurídica, cit., nota 4, pp. 3-5.

11 Wróblewski, Sentido y hecho en el derecho, cit., nota 9, p. 152.
12 Ibidem, p. 153.
13 Kelsen, Hans, Teoría pura del derecho, cit., nota 3, p. 354.



Dice: “la interpretación cognoscitiva del derecho aplicable se enlaza con
un acto de voluntad en el cual el órgano de aplicación de derecho efectúa
una elección entre las diversas posibilidades que la interpretación cog-
noscitiva muestra”.14 El concepto de interpretación normativa que adopta
Kelsen incluye, por lo tanto, dos elementos: 1) un proceso de conoci-
miento que permite identificar las alternativas que ofrece la norma supe-
rior, y 2) un acto de voluntad, por el cual se elige la interpretación defi-
nitiva. De tal forma que interpretar es un acto de conocimiento y de
voluntad. Por lo que la determinación del significado de una norma im-
plica un proceso de conocimiento que el órgano competente realiza con
motivo de la aplicación de una norma, junto con un acto de voluntad
que implica la elección de uno de los significados posibles del enuncia-
do normativo.

Según Robert Alexy, como actividad, el objetivo de la actividad inter-
pretativa es la interpretación “correcta”, y como resultado pretende ser
correcto; esta pretensión se fundamenta en la medida que existan razones
de apoyo de la elección de una de las alternativas de interpretación, las
cuales no son sino argumentos. Desde esta perspectiva, la interpretación
es argumentación, ya que la fundamentación para Alexy es un proceso
que se da mediante dos etapas: 1) la tarea síquica de descubrimiento del
significado de la norma, y 2) la tarea argumentativa de justificación.15 La
interpretación en tanto resultado tiene como efecto la determinación del
significado de una norma jurídica, la modificación del orden jurídico y la
delimitación de las posibilidades de su aplicación.

El proceso interpretativo, por lo tanto, consta de dos etapas: una que
podría decirse que se ubica en el contexto del descubrimiento, puesto
que se refiere a la determinación de las alternativas de significado posi-
bles, para lo cual se requiere un método, y la otra que se refiere a la elec-
ción de la alternativa, que se considera correcta o más apta respecto del
texto interpretado, y que la mayoría de los autores denomina contexto de
la justificación. Esta última etapa implica la realización de un acto de vo-
luntad ubicado en un espacio de determinación discrecional, por lo que
la actividad del intérprete queda fuera de control y puede llegar a confi-
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14 Idem.
15 Para Alexy, el resultado de la interpretación es una afirmación interpretativa que

pretende ser correcta como cualquier afirmación. Alexy, Robert, “Die juristische Inter-
pretation”, op. cit., nota 10, pp. 77 y 78.



gurarse como un acto arbitrario cuando la decisión no se justifica debida-
mente. La forma de las razones son los argumentos, y el juez debe cum-
plir con su responsabilidad explicitando sus razones y haciéndolas
públicas en el proceso de aplicación, como señala Aarnio.16

Robert Alexy enfatiza la conexión entre la interpretación y la argu-
mentación, ya que la fundamentación es un proceso cognoscitivo en su
primera parte y de justificación en la segunda.17 La primera incluye el
proceso de reconstrucción sintáctica del enunciado normativo, así como
la determinación semántica de la norma. Desde el punto de vista material
es posible afirmar —como hace Alexy— que la interpretación se identi-
fica con la argumentación, dado que el significado elegido como correc-
to ha de ser justificado.18 Formalmente, sin embargo, y dado que la inter-
pretación determina el significado de un enunciado normativo, el resultado
es una norma establecida mediante el procedimiento previsto en la ley y,
por lo tanto, se integra al enunciado normativo como su significado. En
virtud de lo cual, más que como interpretación en sentido estricto, podría
considerarse un proceso de creación o modificación normativa.

Alexy señala que en relación con el proceso de interpretación jurídica
debe considerarse la estructura del entendimiento especialmente en rela-
ción con los círculos de la hermenéutica. En el marco de la jurisprudencia
debe distinguirse entre tres tipos de círculos hermenéuticos: el primero
se ocupa de la relación entre la comprensión previa y el texto, en donde
la comprensión previa es una hipótesis; a este círculo corresponde el
“postulado de la reflexión”. En el segundo se determina la relación entre
la parte y el todo, esto es, la comprensión de la norma en función de la
comprensión del sistema jurídico, donde el problema radica en el esta-
blecimiento y preservación de la unidad y coherencia del sistema que es
tarea de la interpretación sistemática; a este círculo corresponde el “postu-
lado de la coherencia”. El tercer círculo se ocupa de la relación entre la
norma y los hechos, en el cual se establece la relación entre lo abstracto-
universal del supuesto de hecho previsto en el enunciado normativo, y lo

TEORÍA DEL DERECHO. CUESTIONES RELEVANTES236

16 Aarnio, Aulis, “La tesis de la única respuesta correcta y el principio regulativo del
razonamiento jurídico”, Doxa, Madrid, núm. 8, 1990, p. 26.

17 Alexy, “Die juristische Interpretation”, op. cit., nota 10, p. 77.
18 Guastini señala que “una ‘interpretación’ en favor de la que no se necesite aducir

argumentos no es una verdadera interpretación”. Estudios jurídicos sobre la interpreta-

ción jurídica, cit., nota 4, p. 5.



concreto-individual de los hechos a los que la norma debe ser aplicada. En
esta fase deben tomarse en consideración todos los elementos de la norma
y todas las circunstancias del hecho, por lo que el postulado que sostiene
este círculo es el “postulado de la completitud”. Para Alexy, la teoría de
los círculos hermenéuticos no resuelve sin embargo el problema de la in-
terpretación correcta, porque no contiene criterios sustanciales de correc-
ción. No obstante, su relevancia radica en que estos postulados tienen el
estatus de postulados de racionalidad.19

Los tipos de interpretación se pueden clasificar por el sujeto que la
realiza: si la facultad corresponde al órgano que debe aplicar la norma,
se denomina “interpretación auténtica”;20 la “interpretación no auténti-
ca o científica”, en cambio, es la realizada por aquellos cuya interpreta-
ción no produce efectos vinculantes. El órgano del Estado al interpretar
un enunciado normativo elige una de las diversas posibilidades a partir
del marco delimitado por la norma superior, dotándola de contenido y
creando así una norma inferior. El científico del derecho solamente pue-
de determinar las distintas posibilidades de aplicación y emitir una opi-
nión que carece de efectos vinculantes.21

Este segundo tipo se conoce como interpretación doctrinal cuando es
realizada por los juristas; su interpretación no es obligatoria ni están fa-
cultados por una norma para ello. Para Wróblewski, la interpretación
doctrinal es propia de la dogmática jurídica y consiste en la sistematiza-
ción del derecho válido; su resultado son enunciados que determinan
los significados lingüísticamente posibles, de entre los cuales el jurista
elige uno.22 Según Alexy, la interpretación por parte de los no expertos

INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL 237

19 Alexy, Robert, “Die juristische Interpretation”, op. cit., nota 10, pp. 75-77.
20 Los términos se utilizan en el sentido propuesto por Kelsen en Teoría pura del de-

recho; no obstante, vale la pena señalar que el concepto de “interpretación auténtica”
también ha sido utilizado por la doctrina para referirse a la interpretación hecha por el le-
gislador. Guastini señala que, en sentido amplio, se entiende por interpretación auténtica
la realizada por el autor del documento interpretado. En el caso de la ley es la realizada
por el legislador, que se conoce como ley interpretativa o ley de interpretación auténtica.
Estudios jurídicos sobre la interpretación jurídica, cit., nota 4, p. 19.

21 Aulis Aarnio aborda de manera más amplia la cuestión relativa al sentido y alcance
de esta distinción al analizar los enunciados normativos y los enunciados interpretativos
en Lo racional como razonable, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1991, pp.
91-105.

22 Wróblewski, Jerzy, Sentido y hecho en el derecho, cit., nota 9, p. 137.



es una forma común de interpretación jurídica sin efectos vinculantes,
pero debe distinguirse de la interpretación usual, que no se refiere al sen-
tido o uso común de los términos, sino al desarrollo de la norma a través
del derecho consuetudinario.23

Diferenciar los efectos del enunciado interpretativo es posible en virtud
de la distinción entre la norma y el enunciado que la expresa, la cual par-
te de una concepción semántica de la norma jurídica. Wróblewski señala
que “semánticamente, una norma se define por su significado, concebido
como un modelo de conducta debida”.24 Con base en la función lingüísti-
ca del enunciado, Kelsen distinguió entre norma jurídica (Norm) y pro-
posición normativa (Rechtssatz), que en el caso del primero es prescripti-
va, y en el segundo descriptiva.25 La norma jurídica es el significado de
un enunciado normativo producto de la actividad del órgano creador
competente, es un deber ser, por lo que no puede ser evaluada conforme
a los criterios de verdad o corrección, sino solamente por criterios nor-
mativos como el de validez, por ejemplo. La interpretación científica, en
cambio, no produce una norma como resultado, sino una proposición
normativa de la cual sí se puede predicar verdad o falsedad, puesto que
constituye la descripción de un enunciado normativo cuya función es
prescriptiva.

A pesar de la relación de determinación en el proceso de interpreta-
ción y creación, Kelsen considera que la norma superior no puede deter-
minar en todos los sentidos el acto mediante el cual una norma es aplica-
da, por lo que siempre subsiste un espacio para la discrecionalidad. El
carácter de marco abierto del enunciado normativo se ajusta mediante
ese acto.26 El órgano que debe aplicar la norma interpreta los enunciados
normativos para establecer el sentido de la norma con motivo del acto de
aplicación, y debe actuar dentro del margen de las competencias y lími-
tes para la interpretación establecidos en el sistema jurídico, ejerciendo su
función y facultad discrecional para determinar el significado y alcance
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23 Alexy, Robert, “Die juristische Interpretation”, op. cit., nota 10, p. 74.
24 Wróblewski, Jerzy, Sentido y hecho en el derecho, cit., nota 9, pp. 132, y 85-104

sobre el sentido de la norma jurídica.
25 Según Kelsen, la proposición normativa solamente puede referirse a la validez de

las normas en el sistema jurídico. El término Rechtssatz fue traducido por Vernengo co-
mo enunciado de derecho. Teoría pura del derecho, cit., nota 3, pp. 84-88.

26 Kelsen, Teoría pura del derecho, cit., nota 3, pp. 349.



de la norma inferior.27 La interpretación jurídica, como señala Wróblews-
ki, se basa en tres tipos de argumentos: 1) los que constituyen fuente ma-
terial de derecho; 2) las directivas del razonamiento jurídico, y 3) los va-
lores y las valoraciones,28 los cuales deben guiar la actividad del órgano
aplicador.

En el proceso de interpretación de las normas jurídicas además de los
problemas derivados de su formulación lingüística, se resuelven aquellos
que derivan del carácter dinámico y sistemático del derecho. Este tipo de
problemas Bulygin los califica como de orden lógico, puesto que en su
opinión surgen por las deficiencias del sistema en relación con su cohe-
rencia, consistencia, completitud e independencia, y se manifiestan como
contradicciones, lagunas y redundancias. Los problemas dinámicos son
consecuencia del proceso de creación y eliminación de las normas, en
términos de Bulygin, de los actos de promulgación y derogación especí-
ficamente.29 En otras palabras, es preciso tener un conocimiento adecua-
do de la estructura y funcionamiento del sistema jurídico, así como de
sus presupuestos operativos para realizar una interpretación adecuada.

III. LENGUAJE Y DERECHO

Friedrich Karl von Savigny, considerado fundador de la escuela histó-
rica alemana, no solamente reorganiza la ciencia y la enseñanza, sino que
renueva la ciencia jurídica positiva al instruir a los juristas en la aplica-
ción y creación del derecho mediante su comprensión lógica y sistemáti-
ca.30 La metodología interpretativa de Savigny implica considerar los
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27 Según Tamayo, para que un órgano pueda aplicar una norma tiene que establecer
su significado. “Interpretación constitucional. La falacia de la interpretación cualitativa”,
en Vázquez, Rodolfo (comp.), Interpretación jurídica y decisión judicial, México, Fonta-
mara, 1998, p. 115.

28 Wróblewski señala que “la aplicación de las reglas del razonamiento jurídico es
necesaria para la justificación de las decisiones interpretativas”, y que “las valoraciones
son parte de las razones que justifican una decisión interpretativa”. Sentido y hecho en el

derecho, cit., nota 9, p. 146.
29 Bulygin, Eugenio, “Teoría y técnica de la legislación”, Análisis lógico y derecho,

Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1991, pp. 409-426.
30 Wieacker, Franz, Historia del derecho privado de la edad moderna, trad. de Fran-

cisco Fernández Jardón, Madrid, Aguilar, 1957, p. 354.



métodos de la interpretación como si fuesen parte de un mismo procedi-
miento para determinar el significado de una norma, así como compren-
der la labor interpretativa como reconstrucción del significado de la nor-
ma, y que este significado debe ser determinado a partir de la propia ley,
entendida en el sentido de texto normativo.

Savigny parte de una definición preliminar en la que sostiene que la
interpretación es la reconstrucción del contenido de la ley, con lo cual in-
dica que el enunciado normativo no es claro y debe ser reformulado para
conocer su objeto a partir de sí mismo. Karl Larenz señala que para Sa-
vigny la interpretación se integra por tres “elementos”, esto es, el grama-
tical, el lógico y el histórico, a los cuales adiciona posteriormente el sis-
temático. Según Savigny estos métodos permiten cumplir con la misión
de la interpretación, que es “la reconstrucción de la idea expresada en la
ley, en cuanto es cognoscible a partir de ley”.31 Los diferentes métodos
apuntados indican que existen distintos tipos de problemas para la com-
prensión y aplicación del derecho; no obstante, Savigny hace el énfasis
en el lingüístico, que es el aspecto por el cual el intérprete debe comen-
zar a hacer su análisis.

Al respecto, Bulygin señala que se pueden presentar tres tipos de pro-
blemas distintos en relación con las normas jurídicas: los axiológicos,
que se refieren principalmente a cuestiones de equidad y justicia; los
problemas lingüísticos, que están relacionados con la vaguedad (sintácti-
ca y semántica) y la ambigüedad (ya sea actual o potencial) tanto de los
conceptos jurídicos como de los enunciados normativos, y los problemas
que él denomina lógicos o conceptuales, como son el sistemático y el di-
námico, y que derivan de la propia naturaleza del derecho.32 Cada uno de
estos problemas requiere de métodos distintos de interpretación; este
apartado se ocupa solamente de los problemas de orden lingüístico.

La relevancia del análisis del lenguaje para la interpretación es incues-
tionable, dado que constituye el primer paso hacia la comprensión del
significado de un enunciado. El derecho puede ser concebido como un
lenguaje que, mediante ciertas expresiones lingüísticas, expresa conduc-
tas debidas. Asumir que el derecho es un lenguaje especial implica acep-
tar ciertos presupuestos de funcionamiento del derecho como presupues-
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31 Larenz, Karl, Metodología de la ciencia del derecho, Barcelona, Ariel, 1994, p. 32.
32 Bulygin, E., “Teoría y técnica de la legislación”, op. cit., nota 29, pp. 411 y 412.



tos de la actividad interpretativa, así como que el fin de la interpreta-
ción jurídica, la determinación del significado de las normas jurídicas
para su aplicación, requiere de la comprensión del significado de los
enunciados normativos que las expresan.33 Uno de los problemas de la
interpretación del derecho consiste en el hecho de que el lenguaje utiliza-
do por los juristas es, a pesar de contar con muchos términos técnicos, un
lenguaje natural en general, por lo que sus enunciados pueden estar afec-
tados por cualquier tipo de problema lingüístico como son la oscuridad,
la vaguedad o la ambigüedad. La relación entre el lenguaje ordinario y la
expresión de las normas hace necesaria la interpretación cuando las ex-
presiones permiten varios significados.

La estrecha relación entre el lenguaje y el derecho necesita del análisis
de las expresiones lingüísticas mediante las cuales se expresan las nor-
mas. Las expresiones normativas de carácter prescriptivo que expresan
un deber ser constituyen el lenguaje jurídico. Para Wróblewski, el len-
guaje jurídico, esto es, aquel en el que se encuentran formulados los tex-
tos jurídicos, se distingue del lenguaje común en los niveles semántico y
pragmático, pero no en el sintáctico.34 La interpretación de enunciados
normativos, sin embargo, exige la realización de consideraciones sintác-
ticas especiales en relación con su significado, la norma. El núcleo del
problema de la interpretación jurídica radica en el hecho de que el len-
guaje no siempre es claro y los términos utilizados generalmente son va-
gos o ambiguos. La interpretación es necesaria cuando las expresiones
permiten varios significados; además, no se está seguro de cuál de ellos
es el correcto. En pocas palabras, la interpretación de la norma comien-
za con una duda y debe concluir con la elección de una de las posibles
alternativas; en ello consiste el proceso interpretativo.

Los enunciados normativos se caracterizan por su abstracción y gene-
ralidad, lo cual produce otras formas de ambigüedad y vaguedad que se
suman a las de las palabras utilizadas. La tarea interpretativa va unida a
la de la justificación de la elección o atribución de significado, por lo
que la línea divisoria entre la interpretación y la argumentación es tenue,
si es que en realidad existe. La filosofía del derecho ha intentado recons-
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truir los procedimientos de interpretación y sugerir métodos para realizar
una mejor interpretación y argumentación; no obstante, las teorías de la
argumentación no pueden dar respuesta a todos los problemas.

Entender la interpretación del enunciado normativo como descubri-
miento y elección de una de las posibles alternativas de significado, re-
fleja solamente una parte del proceso interpretativo. Por lo que resulta
preciso determinar los alcances o límites de la interpretación, delimitar la
labor creadora del juez, ya que a pesar de que el enunciado normativo se
constituye en objeto y límite de la interpretación en virtud de su formula-
ción lingüística, es indispensable la previsión de reglas y métodos inter-
pretativos. Sobre todo porque mediante la interpretación no solamente es
posible eliminar problemas de vaguedad de una norma estableciendo cla-
ramente el alcance de una determinada facultad, de un derecho o una
obligación, sino que la interpretación puede transformar la norma, cam-
biar su significado sin reformar su enunciación.35

Para deslindar claramente el procedimiento de interpretación en sus
partes, es preciso también distinguir los niveles del lenguaje en que se
expresa el derecho. Las normas, concebidas como entidades abstractas,
no son accesibles sino a través de su expresión lingüística, de tal forma
que la interpretación se realiza respecto de una formulación normativa
que tiene como significado una norma. Esta norma que se caracteriza por
su carácter deóntico, ya sea de obligación, prohibición o permisión, se
refiere a una conducta que constituye su contenido, entendido en el sen-
tido en que utiliza el término von Wright.36 La norma es el lenguaje objeto
al que se refiere el enunciado normativo que la expresa; este metalengua-
je es prescriptivo al igual que la norma. En un tercer nivel es posible
ubicar las aserciones relativas a las normas de un sistema jurídico espe-
cífico y que pueden ser denominadas proposiciones normativas, ya que
al referirse a una situación de hecho, y no a un deber ser, son meramen-
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35 Este proceso conocido como mutación por la doctrina alemana es revisada poste-
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las normas jurídicas. Norma y acción. Una investigación lógica, Madrid, Tecnos, 1979,
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te descriptivas. Por lo que desde esta perspectiva es posible afirmar que
el objeto de la interpretación jurídica son los enunciados normativos que
expresan las normas.

Esta distinción es relevante no solamente porque el estudio se refiere a
la interpretación judicial, sino porque parte del proceso interpretativo ra-
dica en identificar la norma que contiene un enunciado normativo. Este
proceso puede ser bastante complicado, ya que los elementos de la nor-
ma jurídica, esto es, el supuesto de hecho, la cópula y la sanción —en-
tendida como consecuencia normativa—, pueden no encontrarse en el
mismo enunciado, sino que tienen que ser localizados en otros enuncia-
dos del sistema, de ahí la relevancia del carácter sistemático de la inter-
pretación. Por otra parte, los enunciados normativos también pueden pre-
ver más de una norma. La distinción de las normas previstas, así como la
identificación de los elementos de la norma, resulta imprescindible para
determinar el significado de la norma aplicable.

Las proposiciones normativas no tienen sentido prescriptivo, a menos
que a la doctrina se le reconozca fuerza de fuente vinculante. Si en cam-
bio es la autoridad quien emite enunciados de tipo fáctico en relación
con la existencia, validez o eficacia de una norma, éstos tienen carácter
prescriptivo por el sujeto que los emite y, por ende, son enunciados nor-
mativos en el sentido antes mencionado, y no proposiciones de carácter
descriptivo. Las afirmaciones de tipo descriptivo y las opiniones sobre lo
que las normas son o significan, corresponden a la ciencia jurídica, o al
observador, como diría Hart,37 a quien habla del derecho desde una pers-
pectiva externa. Sus afirmaciones no son vinculantes, y este tipo de in-
terpretación no produce efectos jurídicos.

La interpretación jurídica tiene un doble carácter: práctico e institucio-
nal. Su carácter práctico radica en la determinación de lo que en un siste-
ma jurídico específico está permitido, prohibido o es obligatorio, así co-
mo para delimitar los límites y alcances del ejercicio de la competencia
por parte de la autoridad. Su carácter institucional deriva, por un lado, de
su objeto, que es el enunciado normativo, el cual constituye el objeto pri-
mario de la interpretación y, de otro, del sujeto que la realiza. El enun-
ciado normativo emana de un procedimiento regulado por el sistema ju-
rídico, de las instituciones que él mismo crea y de los órganos a los
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cuales atribuye la competencia. En esos casos la interpretación realizada
por los órganos facultados tiene como resultado establecer el sentido vin-
culante del significado de una norma. La interpretación que carece de es-
te carácter se puede subclasificar dependiendo del sujeto que la realiza
en la realizada por expertos o por no expertos. El primer tipo correspon-
de a la interpretación doctrinal realizada por los estudiosos del derecho,
que se basa en la dogmática jurídica, pero que a pesar de seguir un méto-
do para su creación, carece de carácter institucional debido a la ausencia
de fuerza obligatoria.

En opinión de Aulis Aarnio, los textos jurídicos deben ser considera-
dos parte especial del lenguaje, dado que permiten interpretaciones alter-
nativas, pero no equivalentes. La interpretación del enunciado ofrece al-
ternativas semánticamente posibles, la decisión de un juez implica la
elección de la mejor respuesta al caso entre las alternativas jurídicamente
posibles. La sentencia o decisión final emana de la obligación del juez de
dar una sola respuesta a cada caso.38 Al respecto, los juristas han adopta-
do posturas distintas: para los representantes de la versión fuerte, para
cada caso existe una única respuesta correcta, la cual puede ser detectada
por el juez en el orden jurídico. Esta tesis fue defendida por la escuela
metodológica de la jurisprudencia de conceptos o Begriffsjurisprudenz.
La versión débil, en cambio, sostiene que la respuesta correcta existe, pe-
ro su identificación constituye un problema. El fundamento de esta tesis
es que el sistema jurídico debe ser completo, al menos para fines inter-
pretativos y de aplicación de la norma. La postura de Aarnio es que no
puede haber respuestas correctas en el razonamiento jurídico (tesis onto-
lógica), por lo tanto tampoco pueden ser detectadas (tesis epistemológica
y metodológica). En consecuencia, el juez debe buscar la mejor respues-
ta posible.39

La actividad interpretativa consta de dos procesos distintos: el primero
consiste en explicitar la norma prevista en el enunciado normativo, me-
diante su reformulación sintáctica conforme a su estructura ideal, para
luego identificar los elementos prescriptivo y descriptivo de la norma, y
el segundo establece su significado y alcance. La primera parte de este
procedimiento debe facilitar la determinación del sentido lingüístico del
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39 Ibidem, pp. 23-38.



enunciado normativo y de sus elementos (los conceptos que pueden ser
propios del lenguaje común o conceptos jurídicos definidos), ya que ha-
ce posible distinguir las partes del enunciado (el supuesto, la cópula y la
sanción). Esta primera parte de la labor del intérprete no es creadora, se
trata simplemente de reconstruir el enunciado e identificar su cualidad
normativa. En la segunda parte, en cambio, sí se puede hablar de crea-
ción normativa, ya que una norma puede ser creada, modificada o adi-
cionada en el momento de la atribución de significado. Finalmente, es
preciso relacionar el enunciado interpretado con otros enunciados del
orden jurídico para fijar el significado de la norma desde la perspectiva
sistémica.

IV. JUSTIFICACIÓN DE LA INTERPRETACIÓN

Para Aarnio, el razonamiento jurídico, concepto que incluye tanto la
interpretación doctrinal como la decisión judicial, puede abordarse desde
tres perspectivas: 1) de la descripción heurística (contexto del descubri-
miento), que dice cómo se identifica la respuesta; 2) de la explicación
causal o intencional, que se refiere al por qué de las cosas, y 3) del as-
pecto justificatorio (contexto de la justificación), que explicita las razo-
nes. Para él, el aspecto más importante del proceso interpretativo es la
justificación, y considera que la interpretación y la justificación son dos
tareas que se relacionan intrínsecamente. Según él, las razones usadas en
la argumentación jurídica son fuentes del derecho cuando son utilizadas
para justificar una interpretación jurídica. Siguiendo a Peczenik, las divi-
de de acuerdo con su obligatoriedad en obligatorias, débilmente vincu-
lantes y fuentes permitidas. Las fuentes del derecho son razones para las
decisiones jurídicas de dos tipos: fuentes autoritativas o razones de dere-
cho, y fuentes sustantivas o fuentes materiales del derecho. Aarnio seña-
la que la fuerza justificatoria de una razón material radica en su conteni-
do y que siempre debe estar vinculada con un texto legal.40

Para Alexy, el discurso jurídico trata de la justificación de un caso
especial de enunciados normativos, las decisiones jurídicas; a su vez, la
estructura de la fundamentación jurídica se compone de un núcleo de-
ductivo y de una justificación argumentativa de las premisas utilizadas
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en la deducción.41 En ese mismo sentido, Wróblewski señala que una
decisión interpretativa debe ser una decisión justificada que pueda ser
considerada racional además de legal.42 El proceso de justificación se
divide en dos partes: la justificación interna, que describe la solución a
un caso, y la externa, que explicita la forma en que la decisión fue to-
mada mediante argumentos que justifican la elección de las premisas y
la decisión tomada. El proceso de justificación, ya sea interna o exter-
na, se refiere a un enunciado interpretativo, y a pesar de sus diferen-
cias, la justificación interna y la externa están recíprocamente interrela-
cionadas.

La justificación interna reproduce de manera esquemática la estructura
interna del razonamiento jurídico, la cual tiene una apariencia lógica, aun
cuando no se trata de una inferencia deductiva. Por lo que puede ser ex-
plicada como el proceso inferencial que se conoce con el nombre de sub-
sunción de los hechos en la norma para producir una norma individuali-
zada aplicable al caso concreto. Esta forma de razonamiento constituye
un proceso de comparación que tiene una estructura parecida a la del si-
logismo, por lo que tradicionalmente es denominado “silogismo jurídi-
co”. La conclusión sobre la aplicación de la norma se sigue de las premi-
sas de conformidad con las reglas de inferencia aceptadas por el sistema
jurídico. La reconstrucción silogística de la justificación tiene por objeto
demostrar la correspondencia entre la norma y el caso que justifica la
subsunción de los hechos, así como el deber de aplicar la norma; más
que la interpretación, representa la forma del razonamiento jurídico.

La validez de las premisas se acepta como dada, y tiene la siguiente
forma:

Primera premisa o base normativa, esto es, la disposición jurídica
que se debe aplicar y que se conoce como premisa normativa,
Segunda premisa, que refiere los hechos y constituye la premisa fác-
tica, y
_______
Conclusión, que es la decisión jurídica sobre la aplicación y signifi-
cado de la norma.
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La decisión se puede alcanzar de dicha forma, o reestructurar poste-
riormente en el modo silogístico; sin embargo la justificación interna es
independiente de la forma en que ha sido alcanzada, esto es, del contexto
del descubrimiento. La estructura del razonamiento jurídico incluye —se-
gún Aarnio— las premisas, las reglas de inferencia válidas en el sistema
jurídico correspondiente, y los valores para lograr la interpretación.43 No
obstante, vale la pena señalar que la dificultad de la interpretación no ra-
dica en si la conclusión se sigue lógicamente de las premisas o no, sino
en la elección de las premisas y su contenido, en la elección de los princi-
pios adecuados de inferencia o los valores básicos utilizados en la inter-
pretación. Estas cuestiones deben quedar reflejadas en la justificación
externa para poder considerar la aplicación de la norma y el significado
atribuido como debidamente justificado.

La justificación interna no constituye una fundamentación completa,
por lo que se complementa con la externa, la cual se integra por la justifi-
cación de las premisas elegidas. En ello consiste la tarea auténtica de la
interpretación, pero no se reconstruye el procedimiento intelectual reali-
zado por el juez en el contexto del descubrimiento, sino solamente su es-
tructura, en la cual se debe plasmar su justificación si se pretende que sea
racional. Las premisas deben ser explícitas, lo cual constituye un postu-
lado que sustenta la seguridad jurídica. Uno de los aspectos más impor-
tantes del “silogismo jurídico” es la elección de la premisa normativa;
esta parte del razonamiento se debe explicitar en la justificación externa.
En esta fase de la justificación, la premisa normativa es objeto de argu-
mentación, la cual se realiza mediante otro silogismo en el que la premi-
sa problemática debe aparecer como conclusión.

La justificación externa es una cuestión de validez de las premisas y
de las reglas de inferencia, que depende de las reglas y valores a los cua-
les uno se atiene en la justificación. Los silogismos apoyan la interpreta-
ción y la argumentación, guiados por los criterios de racionalidad o pau-
tas de interpretación previstos. Se establecen cadenas de silogismos que
refuerzan el razonamiento, pero ninguno de ellos es suficiente por sí mis-
mo; el factor decisivo es la totalidad de los argumentos, su poder de con-
vencimiento. La coherencia del conjunto de premisas es decisiva para la
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fundamentación de la interpretación y aplicación de la norma. La justifi-
cación externa en sí, no es silogística, es más una cuestión de convencer
al destinatario de la interpretación que de aplicación de reglas de la lógi-
ca deductiva. Para Alexy, al igual que para Aarnio, el ámbito auténtico
de la interpretación es la justificación externa.44

Conocer el significado de una norma implica adoptar una postura en
relación con el objetivo de la interpretación. Según la teoría subjetivista,
el objetivo de la interpretación es conocer la voluntad del legislador. Esta
postura se funda en la idea de la autoridad del legislador, que se basa en
el principio democrático y la división de poderes. No obstante, es difícil
conocer dicha voluntad que además frecuentemente está viciada de va-
guedad y contradicciones. Para la teoría objetivista, en cambio, el fin de
la interpretación es proporcionar el sentido razonable, correcto o justo
de la ley.45 Esta postura conduce a una solución correcta y justa; no obs-
tante, se corre el riesgo del ejercicio de una discrecionalidad interpretati-
va desmedida.

V. PRESUPUESTOS DE LA INTERPRETACIÓN JURÍDICA

Moreso señala que las teorías de la interpretación jurídica presuponen
una determinada teoría respecto de la naturaleza del derecho,46 lo que ha-
ce necesario efectuar algunas consideraciones en cuanto a su concepción,
estructura y funcionamiento. El concepto de derecho supone la compren-
sión de su funcionamiento como un sistema de estructura dinámica que
regula su propia modificación mediante la previsión de ciertas reglas de
introducción y eliminación de las normas.47 Distinguir entre los concep-
tos de sistema y orden jurídicos permite identificar de entre la totalidad
de las normas, las válidas y aplicables a un caso, con lo cual se posibilita
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su interpretación.48 El sistema jurídico debe entenderse como una unidad
entre cuyos elementos se establecen distintos tipos de relaciones como
son las de complementación, coordinación, oposición o superposición.49

El concepto de sistema jurídico incluye a la totalidad de las normas que
lo integran a partir de su norma fundante, por lo que se puede considerar
que el sistema es diacrónico, y que sus normas se identifican por el crite-
rio de pertenencia del sistema. El concepto de orden jurídico, en cambio,
se refiere al conjunto de normas que tienen aplicación simultánea en un
momento determinado, y se identifican por el criterio de vigencia.

Además de los problemas lingüísticos, en el derecho se presenta otro
tipo de problemas que hacen necesaria la interpretación de las normas,
los cuales derivan de su dinámica y sistematización. Por lo que resulta
conveniente tomar como punto de partida de la interpretación una con-
cepción del derecho como sistema jurídico, lo que implica considerar las
propiedades formales del sistema como presupuestos de la interpretación
jurídica. Para Wróblewski, el sistema ejerce una influencia sobre el sen-
tido de una norma en virtud de sus características, porque la norma jurí-
dica forma parte de un conjunto más amplio de normas que forman el
sistema jurídico.50

Las normas jurídicas no pueden ser comprendidas de manera indepen-
diente, sino solamente en relación con las demás normas del sistema, por
lo tanto deben ser interpretadas de manera sistemática. Principalmente
porque el sistema jurídico no solamente define sus elementos, sino tam-
bién las relaciones que se pueden establecer entre ellos. El concepto de
sistema implica considerar un conjunto finito de enunciados como su ba-
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se axiomática, que en el caso del derecho debe ser su primera norma o
Constitución, y de sus reglas de inferencia, que en principio son aquellas
que se refieren a los procesos de introducción y eliminación de las nor-
mas del sistema. El carácter deductivo de las reglas de inferencia del sis-
tema permite establecer las conexiones necesarias entre los elementos
que constituyen el derecho para poder establecer sus significados.

Un sistema jurídico es por definición dinámico, y sus elementos se re-
lacionan en virtud de la unidad que forman y que se ordena conforme a
ciertos criterios determinados por el propio sistema en su norma prima-
ria, que constituye su base axiomática y de la cual derivan conforme a
sus propios principios de deducibilidad las demás normas del sistema ju-
rídico, organizándose conforme a la estructura prevista por sus primeros
principios. Esto implica que el sentido y el alcance de una norma jurídica
no puede comprenderse si se estudia o interpreta de manera individual,
sino solamente en relación con las demás normas del sistema. Asumir
que el derecho opera como un sistema jurídico implica aceptar ciertas
propiedades formales del sistema como son la completitud, la coheren-
cia, la consistencia y la independencia que reflejan la forma en que las
normas que lo integran se relacionan, al menos como criterios interpreta-
tivos, que podrían llegar a concebirse como un deber racional para el in-
térprete.

Las denominadas propiedades formales del sistema jurídico deben ser
tomadas en cuenta al realizar la interpretación de una norma, la cual debe
ser coherente con el resto del sistema jurídico, no debe entrar en contra-
dicción con otras normas ni ser redundante, pero sobre todo debe procu-
rar que el significado atribuido se reintegre racional y congruentemente
al sistema jurídico. Esto se debe a que por vía de interpretación se inte-
gra materialmente el sistema, esto es, se modifica el sistema jurídico, aun
cuando no se haya alterado el enunciado normativo que fue interpretado.

La idea de sistema jurídico se funda, por lo tanto, en el carácter diná-
mico del derecho y en la unidad que forman los elementos que lo inte-
gran, y de la cual derivan ciertos presupuestos de interpretación como
son la ausencia de lagunas, la compatibilidad de sus normas, la ausencia
de contradicciones y la no redundancia de sus normas. La coherencia, la
consistencia, la completitud y la independencia son consideradas por
muchos autores como propiedades formales del sistema. No es objetivo
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del presente estudio abordar exhaustivamente el tema de las propiedades
formales del sistema jurídico sino en relación con la interpretación, sobre
todo porque ya ha sido tratado por un gran número de autores.51

La completitud, como bien dicen Alchourrón y Bulygin, más que una
propiedad del sistema jurídico constituye un ideal racional, y puede ser
entendida como la pretensión de que para todo caso posible exista una
solución. En otras palabras, no se trata de que todas las conductas posi-
bles estén reguladas, sino que el sistema jurídico pueda ofrecer una res-
puesta legal a cualquier caso.52 La completitud del sistema se hace posi-
ble mediante la previsión de reglas de interpretación e integración del
sistema jurídico, así como de reglas de clausura que cierran el sistema,
que pueden ser normas expresas o principios interpretativos. Son ejem-
plos de estos últimos el principio que prevé que “lo que no está jurídica-
mente prohibido está jurídicamente permitido”, que rige la interpretación
de los derechos de los individuos. Para la interpretación de la competen-
cia de la autoridad se utiliza la regla que establece que “lo que no es ex-
presamente facultado, no puede ser ejercido”.

La falta de completitud se refleja en la presencia de lagunas, caso en
que el derecho no indica solución alguna, lo cual representa un problema
serio para el sistema jurídico, dado que el juez no puede dar una respues-
ta y la deficiencia tiene que ser superada por el órgano competente. La
cuestión de fondo radica en determinar el alcance de la facultad creadora
del juez por vía de interpretación cuando debe integrar el sistema. Para
Alchourrón y Bulygin53 el concepto de completitud sirve para superar el
problema de las lagunas en el derecho al hacer posible integrar el orden
jurídico aplicable mediante la interpretación, recurriendo a otros precep-
tos del mismo. Cuando en el sistema jurídico se prevén disposiciones
que indican una falta de congruencia entre la norma que establece un fin
y la que establece el medio para lograrlo, Bobbio considera que se pro-
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92 y ss. y 103).



duce una laguna debido a la insuficiencia del medio, aunque más bien
constituye un problema de coherencia.54

La unidad como supuesto de funcionamiento del sistema jurídico im-
plica la posibilidad de interpretarlo de manera sistemática, lo cual no se
traduce en la ausencia de lagunas ni en la completitud del sistema; sola-
mente constituye una pretensión de coherencia. Esto debe llevar a la re-
ducción de la posibilidad de que se produzcan las contradicciones entre
normas, ya que la unidad supone la ausencia de contradicciones.55 Por lo
tanto, si un orden jurídico ha de ser contemplado como unidad, debe ser
coherente y permitir la relación sistemática entre sus normas. Para ser
considerado coherente debe ser también consistente, esto es, libre de
contradicciones, lo que debe entenderse como requisito de su coherencia.
Formar un todo coherente significa algo más que la ausencia de contra-
dicciones; es además compartir los mismos conceptos e instituciones ju-
rídicos y fundamentar una relación de inferencia entre ellos con relación
a un conjunto de enunciados normativos.

La coherencia y la consistencia constituyen características distintas
del sistema jurídico; la primera debe ser entendida como un atributo rela-
tivo a la racionalidad del sistema jurídico que se encuentra implícito en
el concepto mismo de unidad, que no constituye una condición de su va-
lidez, sino de la eficacia de sus normas. La consistencia entendida como
la ausencia de contradicciones entre las normas de un sistema jurídico
implica la posibilidad de su satisfacción, lo cual denota su eficacia nor-
mativa cuando el sistema prevé mecanismos de solución de los conflic-
tos entre normas. La coherencia del sistema permite establecer la rela-
ción de coordinación de las normas de manera lógica y congruente,
carece de ella cuando se regulan soluciones diversas e incompatibles pa-
ra un mismo supuesto de hecho. En ambos casos se producen problemas
de incompatibilidad en distintos grados, aunque los problemas de cohe-
rencia del sistema no implican ninguna forma de contradicción en senti-
do lógico.
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gicas. Bobbio, Norberto, Teoría general del derecho, Madrid, Debate, 1998, pp. 201-
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55 Para Engisch, un aspecto del principio de unidad es el mandato de eliminar las
contradicciones del orden jurídico. Introducción al pensamiento jurídico, trad. de Ernesto
Garzón Valdés, Madrid, Ediciones Guadarrama, 1967, p. 197.



La incompatibilidad entre normas produce un conflicto normativo en
el sentido más amplio del término, y puede presentarse como un proble-
ma de orden formal o material, en virtud de los procedimientos de su
creación o de sus contenidos, respectivamente.56 Para Alchourrón y Buly-
gin la consistencia es una cuestión de satisfabilidad o posibilidad de cum-
plimiento de las normas que pertenecen a un sistema.57 Von Wright tam-
bién considera que la consistencia de un sistema jurídico se define en
términos de satisfabilidad, por lo que considera que la satisfacción de las
normas es un criterio de racionalidad de todo corpus normativo (conjunto
finito de normas).58 En opinión de von Wright, un conjunto de normas
obligatorias (O) es consistente cuando la conjunción de sus contenidos es
realizable.59 De lo contrario es inconsistente, porque las contradicciones
entre normas se producen entre contenidos normativos, es decir, entre las
conductas reguladas, y en ese caso las normas no pueden ser satisfechas.

Para Alexy, el problema relativo a la incompatibilidad entre normas
requiere hacer una distinción inicial entre el tipo de normas en conflicto,
como reglas o principios, los cuales se distinguen en función de la opera-
tividad de las normas que se encuentran en situación de enfrentamien-
to.60 Los conflictos entre reglas se producen de manera absoluta, por lo
que se solucionan con una cláusula de excepción para una de las dos re-
glas, o mediante una declaración de invalidez de una de las normas.61 La
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Normas, verdad y lógica, México, Fontamara, 1997, pp. 38 y 107.

59 Von Wright, G. H., “Sein und Sollen”, Normen, Werte und Handlungen, Suhr-
kamp, Frankfurt a. M., 1994, p. 66.

60 Alexy divide las normas en principios y reglas, de acuerdo con su forma de aplica-
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mo han sido prescritas, o no se aplican, mientras que los principios deben ser optimiza-
dos. Teoría de los derechos fundamentales, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales,
1989, pp. 81-101.

61 Alexy denomina “conflictos normativos en sentido estricto” al conflicto entre re-
glas, y “colisión normativa” al que se produce entre principios. Alexy, Robert, Theorie



colisión de principios, en cambio, se produce por la confrontación entre
dos principios que pueden poseer un peso diferenciado y cuyos conte-
nidos son incompatibles. La solución radica en la ponderación de ambos
principios; su prelación se determina en la valoración del caso concreto,
ya que el peso o fuerza de los principios varía dependiendo de cuáles se
encuentran en una situación de colisión en un caso determinado.62

La redundancia resulta de la falta de independencia del derecho y se
manifiesta en la existencia de dos o más normas iguales; el problema se
presenta cuando no se trata de una identidad total, por lo que puede ha-
blarse de una redundancia total o parcial. La redundancia total indica la
repetición de la misma norma y no constituye un problema grave para el
intérprete, porque no produce un problema de aplicación. La parcial, en
cambio, implica la posibilidad de satisfacer la misma norma de maneras
distintas, y la diferencia puede ubicarse en el supuesto de hecho o en la
consecuencia jurídica. En el caso de los supuestos de hecho, puede ser
que la misma situación se regule con alguna variación en los elementos
que configuran el supuesto, en cuyo caso el órgano aplicador debe inter-
pretar de tal forma que no se produzca un conflicto entre normas. Si, en
cambio, se trata del mismo supuesto con consecuencias jurídicas incom-
patibles, ya sea en cuanto al grado o intensidad de afectación que pro-
duce en los derechos u obligaciones, la interpretación debe guiarse por
criterios de justicia, proporcionalidad y equidad, según amerite el caso.
Mediante la interpretación se determina el grado de identidad de los su-
puestos y las consecuencias jurídicas.

Moreso y Navarro señalan que la redundancia constituye un acto que
puede denominarse “promulgación formal”, ya que no afecta la identidad
del sistema. En su opinión, existen actos de promulgación y derogación
que no necesariamente modifican el sistema jurídico; esto se debe a que
la autoridad normativa puede emitir un enunciado normativo que prevea
una norma ya contenida en el sistema. Este tipo de actos no afectan en
realidad el conjunto de normas que integra el sistema, por eso consideran
que “es razonable suponer que la redundancia del sistema es indepen-
diente de la intención de la autoridad normativa”.63
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VI. MÉTODOS DE INTERPRETACIÓN

En su Metodología jurídica, Savigny afirma que la interpretación de-
be tener una constitución triple: lógica, gramática e histórica. Para él, la
parte lógica consiste en “la presentación del contenido de la ley en su
origen y presenta la relación de las partes entre sí”, cuestión a la que la
teoría moderna se refiere como coherencia y que constituye un presu-
puesto de funcionamiento del sistema jurídico. La parte gramática es una
condición necesaria de la lógica según Savigny; se requiere porque las
normas deben ser expresadas en un lenguaje y, finalmente, es preciso se-
gún él, conocer las condiciones históricas para captar el “pensamiento de
la ley”.64

Los medios de interpretación se clasifican como tipos o formas de ar-
gumentos que la doctrina denomina elementos, criterios, métodos o cá-
nones interpretativos, los cuales se deben distinguir de las reglas de la ar-
gumentación jurídica o de la interpretación que dicen cómo se utilizan o
ponderan los diversos argumentos.65 En la doctrina no existe, sin embar-
go, un acuerdo respecto del número, formulación, jerarquía y valor de los
mismos, ni siquiera en cuanto a su estructura lógica. Según Alexy, la
función de estos métodos consiste en fundamentar la interpretación, y se
pueden organizar en seis grupos: semántico, genético, sistemático, histó-
rico, comparativo y teleológico, los cuales constituyen bases distintas de
formas de argumentos.66 De modo que las reglas de justificación externa,
o formas de argumentos, pueden clasificarse dependiendo de su objeto.
Así, por ejemplo, las de interpretación jurídica se refieren a los enun-
ciados normativos; las de la argumentación dogmática, a la dogmática
jurídica; las del uso de los precedentes, al precedente judicial; las de la
argumentación práctica en general, a la razón; las de la argumentación
empírica, a los hechos; finalmente existen las reglas que tienen por obje-
to las formas especiales de argumentos jurídicos.67

Wróblewski señala que “el sentido de cualquier expresión en un len-
guaje dado está determinado por las directivas de sentido de ese lengua-
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nos Aires, Depalma, 1994, p. 13.
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66 Alexy, Robert, Teoría de la argumentación jurídica, cit., nota 41, pp. 225 y 226.
67 Ibidem, p. 223.



je”.68 Para él existen dos tipos de directivas que rigen la interpretación:
en primer lugar las que corresponden al lenguaje común, y en segundo
las directivas específicas del lenguaje jurídico.69 Las directivas que re-
gulan los contextos relevantes de las normas son las de interpretación ju-
rídica lingüística, las sistémicas y las funcionales. Por “directivas de in-
terpretación jurídica” entiende las reglas específicas del lenguaje y el
razonamiento jurídicos junto con las directivas aceptadas como conse-
cuencia de la pertenencia de la norma a una unidad más amplia del sis-
tema jurídico.70 Las directivas interpretativas “son reglas para determi-
nar el sentido de las normas” o de sus partes.71 Divide las directivas del
lenguaje jurídico en directivas de primer y segundo grado; las primeras
rigen el modo en que las características del contexto lingüístico, sistémi-
co y funcional deben ser utilizadas por el intérprete para determinar el
significado de un enunciado normativo. Las segundas regulan la utiliza-
ción de las de primer grado; son directivas de procedimiento y preferen-
cia; son reglas sobre el uso de las directivas de primer nivel y de solución
en caso de conflicto entre éstas.72

Dado que la doctrina no ha llegado a un acuerdo sobre la clasificación
de los métodos interpretativos, se puede hablar de la existencia de diver-
sas estrategias.73 Las estrategias restringidas han optado por establecer
listas de argumentos que básicamente contienen los argumentos más tí-
picos, esto es: semánticos, genéticos, históricos, comparativos, sistemá-
ticos y teleológicos. A esta lista se contraponen otras formas de argu-
mentación como la dogmática, la prejudicial, los argumentos prácticos o
sustanciales en general, los empíricos, además de la utilización de for-
mas especiales de argumentación, como la analogía, por ejemplo.74

En cambio, la estrategia ampliada de clasificación pretende incluir to-
dos los argumentos, y los subdivide en cuatro categorías: los lingüísti-
cos, los genéticos, los sistemáticos y los argumentos prácticos generales.
Los argumentos lingüísticos se dividen en argumentos semánticos y sin-
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73 Ibidem, pp. 188 y ss.
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tácticos. Los semánticos se refieren al significado de las expresiones uti-
lizadas, las cuales pueden tener un significado de uso común o técnico.
La regla es que generalmente prevalece el común, salvo cuando se trate
de una materia especial que requiera de términos técnicos. El argumento
semántico puede determinar si los hechos son subsumibles en la norma,
esto es, si constituye un “candidato positivo” en términos de Alexy, o no
es subsumible y entonces sería considerado como un “candidato negati-
vo”. Estos argumentos no siempre llevan a una respuesta, sino que sola-
mente dicen si un concepto es vago, ambiguo o evaluativamente abierto
y, por lo tanto, los hechos caen en dicho ámbito semántico. En ese caso,
el intérprete se encontraría ante un “candidato neutral”.75 El resultado de
la interpretación semántica es la determinación de la existencia de un
problema que se resuelve con la ayuda de los otros argumentos.

Se utilizan argumentos semánticos cuando la interpretación se hace en
función del lenguaje; éstos indican si una interpretación es semánticamen-
te admisible o no, o bien sirve para identificar un problema de lenguaje;
en general contienen enunciados sobre la validez de reglas semánticas.
Los argumentos sintácticos, en cambio, se dirigen a la evaluación de la
estructura gramatical o formal del enunciado normativo. Para la teoría de
la argumentación son secundarios en relación con los semánticos; no
obstante, para la interpretación son de gran relevancia, pues no se redu-
cen a la determinación del significado de los conectores o la puntuación,
sino que sirven para reconstruir el enunciado en su forma ideal e identifi-
car los elementos de la norma. Constituye el primer paso para identificar
la norma prevista en el enunciado y su carácter deóntico, a partir del cual
se pueden identificar el sujeto normativo y las consecuencias jurídicas.

Los métodos genéticos tienen por objeto conocer la voluntad del le-
gislador histórico, por lo que deben vincularse a otro tipo de argumentos.
Su falta de independencia justificatoria hace que se conozcan como argu-
mentos transcategoriales. La dificultad de conocer la voluntad del legis-
lador radica en el problema de identificar en el tiempo al “legislador”,
debido a la dicotomía entre creación e interpretación, por lo cual resultan
cuatro posibles objetivos de este tipo de interpretación:

1) La subjetiva en relación con el momento de creación, que busca co-
nocer la voluntad fáctica del legislador histórico.
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2) La objetiva en el momento de creación y que pretende mostrar el
sentido racional de la ley en ese instante.

3) La subjetiva en el momento de interpretación, que se refiere a la
voluntad del legislador en el momento actual.

4) La objetiva al momento de interpretar la norma, que se dirige al
sentido racional de la ley en su momento de aplicación.76

Los argumentos genéticos como pretenden determinar la voluntad del
legislador son también argumentos teleológicos, puesto que tratan de esta-
blecer hechos especificando el uso del lenguaje y considerando el propio
proceso legislativo. En general contienen enunciados sobre la voluntad
del legislador que se extraen de los trabajos preparatorios, la exposición
de motivos y las discusiones en el seno del órgano legislativo.

Los métodos sistemáticos se fundan en la idea de la unidad o coheren-
cia del sistema jurídico; estos argumentos revisan la situación de una nor-
ma en un texto legal, esto es, su relación lógica o teleológica con otras
normas, fines o principios. Se subdividen en argumentos que aseguran la
consistencia, argumentos contextuales, argumentos sistemáticos concep-
tuales, argumentos por principios, argumentos jurídicos especiales, argu-
mentos prejudiciales, argumentos históricos y argumentos comparativos.

Los argumentos que aseguran la consistencia hacen posible una inter-
pretación que impide o resuelve los conflictos entre normas. Esta forma
de argumento es la más importante para preservar la eficacia del derecho
porque indica la presencia de una contradicción normativa. La interpreta-
ción, como señala Wróblewski, es uno de los instrumentos que pueden
ser utilizados para eliminar un conflicto entre normas al determinar su
significado de modo que desaparezca la incompatibilidad.77 Bobbio en
su clasificación sobre la posibilidad de solucionar una antinomia distin-
gue entre dos tipos: las antinomias solubles, a las cuales denomina apa-
rentes, y que pueden ser resueltas por interpretación, y las insolubles, a
las que califica como reales.78

En los argumentos contextuales, la interpretación se hace respecto de
la ubicación de la norma en el texto legal y a la relación de la norma con
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el resto del sistema jurídico. Los argumentos sistemáticos conceptuales
tienen por objeto la claridad, la unidad formal y la completitud sistemáti-
ca; son relevantes sobre todo para la dogmática jurídica. La función de
los argumentos por principios es la utilización de principios como razo-
nes en la interpretación de una norma; el problema radica en la identifi-
cación y concreción de los principios. Para Alexy, “los principios son
enunciados normativos de tan alto nivel de generalidad, que por regla ge-
neral no pueden ser aplicados sin añadir premisas adicionales, y las más
de las veces, experimentan limitaciones a través de otros principios”.79

Los argumentos jurídicos especiales se denominan así por poseer ca-
racterísticas especiales; un ejemplo es la analogía, la cual consiste en
transportar la igualdad material de la norma más allá de su literalidad.
Los argumentos prejudiciales, los argumentos históricos, así como los ar-
gumentos comparativos pueden ser considerados argumentos institucio-
nales. Los argumentos prejudiciales sustentan la interpretación en decisio-
nes judiciales históricamente anteriores. Los históricos tienen por objeto
proporcionar coherencia en la dimensión del tiempo, para lo cual se adu-
cen hechos que se refieren a la historia del problema jurídico discutido,
en cuanto razones a favor o en contra. Los argumentos comparativos se
conforman por citas de otros sistemas jurídicos con la pretensión de ge-
nerar universalidad o diferenciación, y se fundan en la consideración de
un estado de cosas jurídico de una sociedad distinta. Estos últimos dos ti-
pos de argumentos deben incluir al menos una premisa normativa.

La argumentación institucional, sin embargo, solamente es posible en
el marco de un sistema jurídico, y es por lo general dependiente de los
argumentos prácticos. Los argumentos prácticos generales obtienen su
fuerza de su “corrección” material, por ello se conocen también como ar-
gumentos sustanciales, los cuales se subdividen en dos grupos: los argu-
mentos teleológicos, que se fundan en una concepción de lo bueno, y los
argumentos deontológicos, que se fundan en una concepción de lo debi-
do, independientemente de lo que es o no justo. Los argumentos teleoló-
gicos presuponen un análisis detallado de los conceptos de medio y fin,
de voluntad, intención, necesidad práctica y objetivo.80

Las reglas de la interpretación de segundo nivel indican cómo y cuán-
do se utilizan los diversos argumentos, por ejemplo que todos los argu-
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mentos utilizables deben ser tomados en consideración. Existe otro tipo
de reglas que indica cómo se ponderan los argumentos; son principal-
mente reglas de prelación, pero que determinan prelaciones prima facie,
la cual por el peso de un contraargumento se puede invertir. Las reglas
de prelación generalmente aceptadas son: a) los argumentos lingüísticos
preceden prima facie otros argumentos, y b) los argumentos lingüísti-
cos, genéticos y sistemáticos preceden prima facie a los argumentos
prácticos. Estas reglas derivan de principios o valores que fundan la fuer-
za argumentativa de los distintos argumentos.81

Según Alexy, la interpretación modifica el derecho de cuatro formas
distintas; cuando una norma es declarada inválida, especialmente en rela-
ción con conflictos normativos, se produce la “extinción”. Si el juez crea
derecho al complementar o ampliar los contenidos de una norma respec-
to de contenidos que originalmente no abarcaba se produce una “exten-
sión”, que generalmente es producto de la analogía, o bien, se puede pro-
ducir una “reducción” para excluir supuestos de su contexto original. Para
Alexy el desarrollo del derecho es en sentido estricto interpretación.82

A su vez, Alchourrón señala que los cambios en un sistema jurídico
son consecuencia de su expansión, contracción o revisión. La primera se
produce cuando se agregan normas al sistema; la segunda, al eliminarlas,
y la tercera se presenta cuando se elimina una norma y se agrega otra in-
compatible con la norma eliminada.83 Todo cambio se produce mediante
la realización de actos normativos como el de promulgación, cuando este
concepto refiere la modificación que se produce en el sistema jurídico al
crear una norma, y el de derogación, si además de suprimir la norma se
produce un cambio de orden jurídico. Como señala Mendonca, en ambos
casos estos conceptos aluden a la validez de las normas, entendida como
pertenencia al orden jurídico.84

A pesar de la labor realizada por los juristas en materia de argumenta-
ción, es difícil determinar el método idóneo o adecuado para establecer
sin margen de error el sentido correcto de una norma. Los métodos de la
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jurisprudencia tradicional llevan tan sólo a un resultado posible, pero no
a un único resultado correcto. Así, por ejemplo, los métodos del argu-
mento a contrario o de la analogía conducen a resultados contrapuestos,
y no existe certeza en cuanto a las ocasiones en que se debe recurrir a
uno o al otro. Por lo que el juez al interpretar debe guiarse por las reglas
que el sistema y la doctrina proveen y tener por objetivo la mejor res-
puesta posible, la más correcta, dado que el propio procedimiento inter-
pretativo demuestra que existe más de una posibilidad de significado.85

VII. EL OBJETO DE LA INTERPRETACIÓN

CONSTITUCIONAL

Además de la ambigüedad, oscuridad o vaguedad de los enunciados
normativos, los principales problemas que hacen necesaria la interpreta-
ción de la Constitución derivan de la incompatibilidad y contradicción
entre las normas, de las lagunas, así como de la redundancia de las nor-
mas. El origen de la incertidumbre sobre el significado de las normas ju-
rídicas se encuentra en primer lugar en el órgano redactor de la norma, el
legislador. El legislador constituyente, por ejemplo, normalmente se con-
figura como un órgano complejo que se reúne de manera específica. El
proceso de creación o modificación de la norma constitucional es a su
vez complejo, ya que incluye la preparación del proyecto, que es una ta-
rea eminentemente técnica, su discusión, modificación y finalmente san-
ción de la ley, que es un acto de decisión política.

En el proceso de interpretación de la norma constitucional debe tener-
se en cuenta el carácter estructural y jerárquico del sistema jurídico, así
como la relación entre las normas que lo integran, con los órganos de
creación y aplicación de las normas jurídicas. La relevancia de la inter-
pretación radica en que —como señala Tamayo— de la “interpretación
positiva de la Constitución” depende la creación sucesiva del sistema ju-
rídico, la cual se produce cuando el órgano aplicador establece su signifi-
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cado.86 La concepción de la Constitución como conjunto de normas es
insuficiente para explicar las relaciones que se producen entre las normas
que la conforman, por lo tanto es indispensable entenderla en cuanto sis-
tema de normas. La Constitución no solamente funda y conforma el siste-
ma jurídico, sino que opera como un sistema. Considerar a la Constitu-
ción una norma, implica principalmente reconocer que produce efectos
jurídicos, por lo que resulta necesario determinar su posición en el siste-
ma jurídico, que tiene que ser la suprema, dado que regula la producción
normativa.87 El carácter normativo de la Constitución, es decir su efica-
cia inmediata, debe ser considerado en todo momento como presupuesto
de su interpretación.

Para Kelsen, la Constitución se define por su jerarquía y función: “La
Constitución es un deber ser”, esto es, una norma cuya función es regular
conductas de manera directiva. En sentido material, su función es esta-
blecer los órganos encargados y determinar el procedimiento de creación
de normas generales. El derecho se distingue de otro tipo de normativi-
dades porque regula su propia creación; esto debe hacerse en la norma
superior, o sea la Constitución. El concepto de Constitución en Kelsen
puede ser tomado como punto de partida, dado que proporciona un pri-
mer criterio ordenador de sus normas que se sustenta en el hecho de que
el orden jurídico es un sistema escalonado en el que la norma superior
establece los contenidos y procedimientos de creación de las normas in-
feriores. En la Constitución se prevén las reglas conforme a las cuales
son creadas las normas jurídicas que integran el sistema jurídico, por ello
se constituye en criterio de identidad y pertenencia de las normas, así co-
mo de validez formal y material del sistema.

La jerarquía es definitoria de la Constitución como norma, la posición
que ocupa en el sistema jurídico la distingue de otras normas, no su con-
tenido, aun cuando regule la dinámica jurídica y los destinatarios de sus
normas sean los órganos que crean y aplican normas. De su jerarquía de-
riva la supremacía como propiedad y criterio de interpretación, sobre to-
do en caso de conflicto entre normas de distinto rango. Su supremacía
significa que ningún acto contrario a la Constitución puede ser conside-
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rado válido, por lo que debe prever medios de control de la constitucio-
nalidad. Estos medios tienen por objeto controlar el desarrollo de la
Constitución, su aplicación, así como la determinación de su significado.

La supremacía formal se refiere a la forma de elaboración de la Cons-
titución, entendida sobre todo como regulación del proceso de revisión
de la norma constitucional. Así, se produce una distinción entre norma
constitucional y ley ordinaria, por lo que se puede decir que la forma de
la norma determina su naturaleza constitucional. La supralegalidad es la
cualidad que le presta a una norma su procedencia de una fuente de pro-
ducción y modificación, jerárquicamente superior a la ley. Es la garantía
jurídica de la supremacía constitucional. El criterio de jerarquía constitu-
ye un primer supuesto de interpretación, de modo que todo lo previsto en
la Constitución, de manera originaria, adicionado o reformado posterior-
mente, es supremo. Las normas constitucionales son por tanto igualmen-
te supremas; en consecuencia, todas las normas de la Constitución tienen
el mismo rango, a menos que la Constitución haga alguna distinción ex-
presa.

La Constitución crea y determina el sistema jurídico; de su carácter
supremo se sigue que es el sistema de significaciones jurídicas del cual
se derivan los significados de las demás normas del sistema. En virtud de
su posición dentro de un esquema de organización jerárquico predomina
sobre el resto del orden jurídico, y por lo mismo se configura como su
elemento fundamental de interpretación. Es el marco interpretativo de re-
ferencia. La interpretación como resultado es la determinación del marco
jurídico y el conocimiento de las posibilidades que el mismo confiere.
Por su posición en el sistema, la Constitución es la norma cuyos conteni-
dos ofrecen la mayor indeterminación. Esta puede ser intencional y tener
por objeto proteger solamente el ámbito mínimo de derechos y libertades
permitiendo el desarrollo posterior al legislador, o bien abrir a la inter-
pretación sus supuestos generales para que abarquen la mayor cantidad
de supuestos posibles, y así permitir su adecuación por un medio más
flexible que la reforma.

En la realización de la interpretación, el juez debe siempre tomar en
cuenta como presupuestos de interpretación que la Constitución es una
norma jurídica, y que al igual que el derecho debe ser entendida en cuan-
to sistema; que en virtud del criterio de jerarquía debe siempre ser consi-
derada su supremacía, así como su función de límite del ejercicio de las
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competencias. La concepción de la Constitución como sistema supone
entender e interpretar las normas que la conforman de acuerdo con las
propiedades formales del sistema jurídico. La unidad del sistema implica
que sus elementos se relacionan y que su significado depende del resto del
sistema jurídico; en otras palabras, las normas constitucionales no pueden
comprenderse aisladamente. Su significado depende de los modos en que
se relacionan como consecuencia de la completitud, la coherencia, la
consistencia y la independencia de la norma constitucional.

La interpretación puede producir la creación de una norma jurídica no
solamente individualizada como consecuencia de la aplicación de una
norma a un caso, sino también de una norma jurídica general. La posibi-
lidad de que los jueces emitan normas jurídicas generales se conoce co-
mo jurisprudencia. El término jurisprudencia sin embargo es ambiguo,
por lo que se revisa solamente en su sentido de interpretación. Como
fuente del derecho, la jurisprudencia puede ser entendida en tanto inter-
pretación obligatoria desde el punto de vista material. Formalmente, sin
embargo, y dado que constituye el significado de una norma, es la norma
misma establecida mediante el procedimiento previsto y, por lo tanto, se
integra a ella como parte de la misma. En otras palabras, la jurispruden-
cia adquiere el rango y la eficacia de la norma interpretada por el órgano
competente. El órgano que realiza la interpretación adquiere así un ca-
rácter de legislador, porque está modificando la norma. La jurispruden-
cia es la herramienta conferida a los jueces para integrar el sistema jurí-
dico y transformarlo de manera obligatoria.

El concepto de jurisprudencia se refiere también al proceso de inter-
pretación y argumentación que deben realizar los jueces para establecer
el significado de una norma. Uno de los principales problemas es que el
sistema jurídico no establece reglas de la interpretación, normalmente
sólo determina los órganos facultados, la obligatoriedad de la interpreta-
ción y enuncia los límites para la misma.88 Otro problema es que la dog-
mática ha reconocido que no es posible establecer una lista de principios
interpretativos que permitan señalar en cada caso la respuesta correcta,
pues la función de la doctrina en materia de interpretación y de argumen-
tación es orientadora, nada más.
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La jurisprudencia es un instrumento que permite llenar las lagunas,
tanto las de conocimiento como las de reconocimiento89 de un sistema
jurídico determinado, por lo que constituye un medio para encontrar la
solución a un caso dentro del sistema jurídico. Según Wróblewski, la in-
terpretación jurídica puede ser entendida en un sentido más restringido
como aplicación del derecho, por lo que se encuentra pragmáticamente
orientada.90 De modo que durante el proceso de aplicación de las normas
es posible determinar su significado, con lo cual se confiere mayor certi-
dumbre sobre su aplicación, eliminando así la arbitrariedad de la autori-
dad, lo cual redunda en una mayor seguridad jurídica. El intérprete debe
siempre tomar en cuenta su responsabilidad al crear la jurisprudencia,
por lo que la justificación de sus resoluciones es fundamental, y ésta de-
be ser siempre coherente con el sistema jurídico.

De acuerdo con Alexy, la interpretación jurídica es el medio para rea-
lizar la labor práctica de la jurisprudencia, la cual consiste en determinar
qué es obligatorio, prohibido o permitido. La sentencia relativa a los ca-
sos concretos son enunciados normativos concretos (konkrete rechtliche

Sollensurteile), respecto de los cuales no se puede elaborar una teoría de
la interpretación. El intérprete debe analizar los enunciados normativos
contenidos en los textos jurídicos y el resultado de la interpretación reali-
zada por los órganos competentes serán otros enunciados normativos. En
el caso de una sentencia interpretativa, esto es, que determine el sentido
de un enunciado normativo, la interpretación se integra a la norma inter-
pretada como parte de la misma de tal forma que adquiere automáticamen-
te el mismo rango que la norma interpretada.

Para la doctrina alemana, la mutación consiste en modificar el sentido
del precepto constitucional (la norma) sin reformar el enunciado lingüís-
tico,91 de tal forma que es posible preservar el enunciado normativo y con-
ferirle otro significado a la norma. Jellinek señala que la Constitución
sufre una mutación mediante el cambio de su interpretación.92 El funda-
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las ciencias jurídicas y sociales, cit., nota 47, pp. 201 y ss.
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dios Constitucionales, 1991, p. 16.



mento de la mutación es la necesidad de adecuación e incorporación de la
realidad a los textos normativos; es una forma de racionalizar y estabilizar
la norma constitucional. Este método produce un cambio al interior de la
norma constitucional, y tiene sus límites en el texto mismo de los enuncia-
dos constitucionales, así como en la normatividad de la Constitución. La
mutación permite la variación del significado de la norma por el órgano
competente para interpretar la Constitución y emitir jurisprudencia para
los órganos obligados a acatarla. El problema de la mutación radica en la
determinación que el orden jurídico haga de la obligatoriedad de la juris-
prudencia.

La mutación, entendida como proceso de modificación del sistema ju-
rídico dada la facultad de creación por interpretación de una norma jurí-
dica general por la autoridad competente, establece el significado de una
norma que se integra al enunciado normativo, adquiriendo así su rango y
eficacia derogatoria. De modo que aun cuando el enunciado normativo
no haya sido alterado, el orden jurídico sí se modifica; los casos específi-
cos deben resolverse de manera distinta por la mutación de la norma, en
consecuencia, se produce un cambio de orden jurídico.

La interpretación debe mantener vigente la relación entre derecho y
realidad constitucional, y permitir el cumplimiento de las funciones de
la Constitución. Cuando esto no es posible mediante la interpretación
procede la reforma constitucional, que confiere mayor claridad de sig-
nificado a la Constitución y refuerza su normatividad. En síntesis, se
puede expresar que la mutación constitucional es un proceso de modifi-
cación del contenido de la Constitución que se verifica por su interpre-
tación con efectos generales por los órganos competentes, sin que se
produzca una alteración de su texto.

VIII. PARTICULARIDADES DE LA INTERPRETACIÓN

CONSTITUCIONAL

Según Wróblewski, la interpretación constitucional puede ser elabora-
da por un órgano legislativo o jurisdiccional, los órganos aplicadores o la
ciencia jurídica, y se identifica por su objeto: una Constitución.93 Para él,
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en principio comparte las características de cualquier interpretación jurí-
dica, pero tiene cuatro peculiaridades: la variedad de las reglas constitu-
cionales,94 las características de los términos utilizados en su formula-
ción, la aplicabilidad de las normas constitucionales, y el carácter político
de la interpretación constitucional.95

Dada la función y supremacía de la Constitución debe existir claridad
y certeza sobre su texto, el cual debe adecuarse a la realidad que regula y
mantener a la vez su fuerza normativa. Esto puede parecer contradicto-
rio, no obstante, refleja más bien la tensión que se produce entre cambio
y permanencia, dada la naturaleza dinámica del derecho. La Constitución
ofrece algunos elementos para reforzar su permanencia mediante la pre-
visión de su inviolabilidad y del control de la constitucionalidad, así co-
mo para permitir su adecuación por medio de los procesos de reforma y
de interpretación. Según Guastini, la Constitución requiere de una inter-
pretación evolutiva que permita atribuir al texto constitucional un signi-
ficado distinto al histórico.96 Los órganos responsables del desarrollo del
sistema jurídico tienen que lograr el equilibrio entre dinámica y perma-
nencia constitucional para no vulnerar su naturaleza de norma fundamen-
tal. Para Moreso, la primacía de la Constitución, entendida como sistema
originario, puede ser identificada en las democracias constitucionales en
el mecanismo de racionalidad colectiva de lo que él denomina “precom-
promiso”,97 el cual constituye la autolimitación en el desarrollo e inter-
pretación de las normas constitucionales. Así, por ejemplo, los derechos
fundamentales han de ser interpretados extensivamente a favor de los
particulares; pero las competencias de las autoridades, por el contrario,
en sentido restrictivo.

Como es sabido, en términos de Kelsen el derecho se caracteriza por
dos tipos de acciones, la creación y la aplicación de normas. La interpre-
tación se da normalmente con motivo de la aplicación del derecho, por lo
que resulta difícil distinguir los actos de creación de los de aplicación.
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La interpretación, como determinación del sentido de la norma, es crea-
ción normativa, aun cuando se trate de una norma individualizada. El le-
gislador es el primer intérprete de la Constitución en la medida que debe
conformarse a ella al elaborar las leyes, de ahí que su labor creadora tie-
ne una doble relevancia: desarrollar y precisar los contenidos de la Cons-
titución, y realizar un trabajo coherente que evite en la medida de lo po-
sible la necesidad de la interpretación.

La interpretación constitucional puede distinguirse de otros tipos de
interpretación por su objeto, las normas constitucionales, por su función
fundadora de un sistema jurídico, o por el sujeto que la realiza. La inter-
pretación jurídica debe ser considerada auténtica cuando además de ser
realizada por los órganos facultados para interpretar la Constitución, su
interpretación es obligatoria, esto es, en virtud del sujeto, así como de la
función lingüística del enunciado interpretativo.98 Para Tamayo, “la úni-
ca interpretación de la Constitución que tiene carácter prescriptivo es la
que realizan los órganos que la aplican”, por lo que constituye derecho.99

Es por ello que en el proceso de interpretación de la norma constitucio-
nal se debe tener en cuenta el carácter estructural y jerárquico del orden
jurídico, así como la relación de las normas que lo componen con los ór-
ganos de creación-aplicación de las normas jurídicas.

Guastini se cuestiona si en realidad la interpretación constitucional
constituye un tipo especial de interpretación jurídica, ya que para él, sus
peculiaridades no se derivan de la actividad interpretativa, sino de los
agentes que la realizan, las técnicas interpretativas y los tipos de proble-
mas de la interpretación;100 en otras palabras, de su objeto. Por los suje-
tos que realizan la interpretación constitucional puede distinguirse si se
trata del órgano emisor de la norma, de un sólo órgano especializado, o
si cualquier órgano judicial puede realizar la interpretación constitucio-
nal. Estas determinaciones dependen del sistema jurídico específico, y en
realidad no afectan la forma en que se realiza la interpretación, sino sola-
mente su dispersión y potencial incompatibilidad cuando son varios ór-
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ganos los facultados. Para Wróblewski el tipo de interpretación constitu-
cional más interesante es el realizado por los órganos que controlan la
constitucionalidad, y la validez de este tipo de interpretación depende
tanto de las determinaciones del derecho vigente en un determinado país,
así como de la autoridad de las decisiones interpretativas.101

La Constitución es un sistema jurídico de estructura dinámica, sujeto a
cambios en el tiempo; se encuentra en proceso constante de evolución
mediante la creación y derogación de sus normas. Para Moreso, la Cons-
titución es el sistema originario de un sistema jurídico que determina un
conjunto de secuencias de órdenes jurídicos, de la cual solamente se pue-
den seguir los órdenes constitucionalmente posibles, ya que de no ser
conformes a la Constitución serían excluidos o no posibles.102 El acto de
legislar es complejo e incluye actos de introducción y eliminación de
enunciados normativos en el sistema jurídico. Al igual que Alchourrón y
Bulygin, Mendonca considera que un “sistema normativo” es un conjun-
to de enunciados entre cuyas consecuencias hay al menos una consecuen-
cia normativa.103 Para estos autores, introducir o eliminar un enunciado
normativo al sistema jurídico implica incluir o excluir sus consecuencias
lógicas, esto es, las normas que se puedan deducir de dichos enunciados.

En mi opinión, esta ampliación del sistema jurídico no se produce sin
embargo de manera automática, ni por derivación lógica, sino de manera
normativa. Por lo que se puede decir que al sistema jurídico pertenecen,
además de las normas válidas, las normas que de éstas se puedan inferir
válidamente conforme a las reglas del sistema. De modo que solamente
mediante un acto de autoridad, y conforme a los métodos de integración
e interpretación previstos en el sistema jurídico, pueden considerarse las
normas inferidas como pertenecientes al sistema. Rolando Tamayo con-
sidera que “en las cadenas normativas, las normas que las forman no de-
rivan de las normas que les preceden o condicionan. El proceso de crea-
ción normativa no opera por inferencia”.104 Para que exista una norma,
en su opinión, debe existir un acto empírico del órgano facultado, un ac-
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to de voluntad por el cual se establece. Los actos de voluntad, ni sus re-
sultados, esto es, las normas que éstos establecen, se deducen.105 En con-
secuencia, los efectos del proceso de interpretación de las normas en el
sistema jurídico van más allá de la inclusión o la exclusión de enuncia-
dos normativos expresamente formulados (normas originarias), puesto
que permite agregar sus consecuencias lógicas (normas derivadas).

La Constitución como primera norma positiva establece órganos, pro-
cedimientos y contenidos prescritos o excluidos para la creación de nor-
mas inferiores válidas, que operan como criterios de su desarrollo válido.
Las normas se expresan mediante enunciados normativos que se formulan
en un lenguaje natural, cuyo carácter deóntico determina si una conducta
es debida, prohibida o permitida. La Constitución no es simplemente una
norma jurídica, sino la primera norma positiva de un sistema jurídico, la
cual, en virtud de su particular posición en el sistema, regula los procedi-
mientos para modificar el sistema jurídico. Es, por lo mismo, la norma
cuyos contenidos ofrecen la mayor indeterminación, por lo que debe ser
precisada por la autoridad competente mediante su interpretación.

Como presupuesto de interpretación debe considerarse que la Consti-
tución se integra por una serie de normas no independientes que son apli-
cadas mediante ciertos procedimientos establecidos en la misma. El mé-
todo sistemático permite vincular diversos enunciados normativos para
atribuir significado a una norma, o bien combinar fragmentos o partes
de enunciados normativos para formar una norma completa, como dice
Guastini.106 De tal forma que los supuestos constitucionales no pueden
ser interpretados de manera aislada, sino relacionándolos con los demás
supuestos de la Constitución, por lo que deben ser interpretados de ma-
nera sistemática. Principalmente porque la Constitución es una unidad
cuyos preceptos se presume que tienen el mismo rango y fuerza, a menos
que la Constitución haga alguna distinción. De esta misma forma debe
entenderse al sistema jurídico como un complejo normativo formando
una estructura o unidad normativa, en la que se establecen medidas coer-
citivas como sanciones.107
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105 Tamayo, “La interpretación constitucional. La falacia de la interpretación cualitati-
va”, op. cit., nota 27, p. 108.

106 Guastini, Estudios jurídicos sobre la interpretación jurídica, cit., nota 4, p. 44.
107 Véase Kelsen, Hans, “Law as a Specific Social Technique”, University of Chicago

Law Review, p. 87.



La interpretación de la Constitución requiere de la aceptación del pos-
tulado del legislador racional para hacerla eficaz, el cual opera conforme
a los siguientes presupuestos: que su actuación se presume como la de un
sujeto individual, permanente, razonable; opera como una única regla de
reconocimiento y conoce todo el sistema.108 Conforme a este postulado
se supone que el legislador conoce todas las circunstancias, debe ser co-
herente y consistente, justo. Según Nino es omnicomprensivo (todas las
situaciones posibles son reguladas), finalista (tiene un objetivo), econó-
mico (no es redundante), operativo (las normas serán aplicadas), preciso
(su utilización del lenguaje es perfecta), y su única función es legislar.109

La labor interpretativa constitucional debe, por lo tanto, partir siempre
de la hipótesis de un legislador constituyente no redundante, de la idea de
que el enunciado normativo no es un enunciado superfluo, repetitivo, si-
no un enunciado que por sí solo, o en conexión con otros, prevé derechos
u obligaciones. Para Alchourrón y Bulygin, la coherencia es un presu-
puesto racional, y por lo mismo un sistema incoherente puede ser califi-
cado como “irracional”.110 También von Wright111 identifica la consis-
tencia con la racionalidad, de modo que solamente si el legislador realiza
sus funciones de manera racional pueden evitarse las contradicciones.
Por lo que se puede concluir que los conflictos entre normas indican que
éstas no han sido expedidas o interpretadas de una manera completamen-
te racional.

De lo anterior es posible inferir que el legislador racional como presu-
puesto teórico puede cumplir tres funciones diferentes:

1) Ser premisa (ideal) de la tarea legislativa, operando como mecanis-
mo de control preventivo de las normas,
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108 Sobre el tema véase Esquiaga, Francisco Javier, “Argumentos interpretativos y el
postulado del legislador racional”, en Vázquez, Rodolfo (comp.), Interpretación jurídica

y decisión judicial, cit., nota 86, pp. 157-186.
109 Véase Nino, Carlos, Consideraciones sobre la dogmática jurídica, México, UNAM,

1989, pp. 85-101.
110 Alchourrón y Bulygin, Normative Systems, Viena-Nueva York, Springer Verlag,

1971, p. 102.
111 Para von Wright, la contradicción entre prescripciones refleja una inconsistencia,

es decir una irracionalidad en la voluntad de la autoridad normativa, porque una misma
voluntad (autoridad) no puede desear racionalmente “objetos incompatibles”. Norma y

acción. Una investigación lógica, cit., nota 36, p. 162.



2) Como presupuesto de interpretación, y
3) Ser presupuesto de análisis dogmático.

Su objetivo primordial es optimizar la aplicación de la ley, es decir,
incrementar la eficacia y, por lo mismo, la permanencia de un sistema jurí-
dico. De alguna manera se convierte en una presunción en favor del legis-
lador, a efecto de que se pueda realizar una interpretación razonable y
congruente de las normas con el resto del sistema jurídico.

La Constitución en virtud de su rango y función permanece indetermi-
nada, y regula sólo de manera general la forma en que debe ser aplicada,
por lo que deja un cierto espacio de discrecionalidad para el órgano crea-
dor de normas secundarias y el intérprete. El carácter de marco abierto de
los enunciados normativos debe ser llenado a través del acto interpretati-
vo. La norma suprema no regula, sin embargo, el proceso de interpreta-
ción, solamente prevé ciertas reglas de manera orientadora, que se cons-
tituyen como guías y límites de la actividad interpretativa. El órgano
competente interpreta las normas constitucionales con el fin de estable-
cer el sentido de la norma que aplica, y en ese acto ejerce su discreciona-
lidad al determinar el contenido de la norma inferior.

El derecho no es tan sólo el texto normativo, sino también la interpre-
tación que el juez hace. La interpretación no se reduce a la determinación
del marco jurídico aplicable, por lo tanto corresponde al derecho positivo
desarrollar los lineamientos y métodos para completar el marco estable-
cido, si no de manera exhaustiva, al menos de manera limitativa, seña-
lando los límites a la actividad del intérprete. Esto debe hacerse en pri-
mera instancia en la Constitución, de manera general regulando las pautas
generales de la actividad interpretativa. Las reglas específicas pueden
preverse en las leyes de cada materia según los límites y alcances que el
legislador considere oportunos.

Los enunciados que forman parte de una reforma o adición a la Cons-
titución son normas que pueden ser interpretadas cuando no son claros, lo
mismo que los artículos transitorios de las mismas, aun cuando no forman
parte del texto constitucional. Este tipo de artículos poseen la misma es-
tructura que otras normas jurídicas; sin embargo, sus contenidos se en-
cuentran limitados en virtud de su función, la cual se refiere a la aplica-
ción y obligatoriedad de otras normas, no a la regulación de las conductas
de particulares y menos aún a la atribución de competencia a las autori-
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dades.112 Su contenido se constriñe a la entrada en vigor o la derogación
de las normas, su posible aplicación ultraactiva o retroactiva, y solamen-
te en relación con la aplicación de las normas en cuestión pueden ser
consideradas normas que delimitan el ejercicio de ciertas atribuciones.113

El sujeto normativo debe ser siempre y únicamente la autoridad aplica-
dora, no los particulares, y en ese sentido deben ser interpretadas.

Finalmente, se puede decir que la interpretación constitucional se ve-
rifica por medio de un procedimiento complejo conforme a diversos pre-
supuestos que deben de tomar en cuenta su cualidad y fuerza normativas,
así como su carácter de norma fundante de un sistema jurídico. La inter-
pretación constitucional debe tener por objetivo proporcionar la mejor
respuesta posible, ser coherente con el sistema jurídico, y racionalmente
justificada, pues como dice Wróblewski, si la Constitución debe ser in-
terpretada, “la interpretación constitucional debe presentarse como una
decisión interpretativa apropiadamente justificada”.114 Descubrir la res-
puesta exige someter el enunciado normativo a distintos procesos para su
interpretación, el primero para determinar su significado lingüístico, por
lo que en un primer momento es necesario realizar la reconstrucción sin-
táctica del enunciado para reformularlo a su estructura lógica. Posterior-
mente es preciso aclarar y fijar su sentido desde la perspectiva semántica
a través del análisis del significado de los conceptos y del enunciado, pa-
ra relacionarlo después con otros enunciados y precisar su significado de
manera sistemática.

INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL 273

112 Cfr. Huerta, Carla, “Artículos transitorios y derogación”, Boletín Mexicano de De-

recho Comparado, México, núm. 102, 2001, pp. 812-840.
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